
 
EXPTE 20075 INGRESO 08/06/26 HORA 11.05 

PROYECTO DE LEY 

INICIADORES: Diputados Cecilia Gortari, Emiliano Fernandez y Gustavo Canteros.- 

OBJETO: Crear el Régimen de Transparencia de Ofertas Educativas, relativo a la 

validez oficial de carreras, tecnicaturas, trayectos formativos de nivel superior o 

técnico-profesional, certificaciones y demás ofertas alcanzadas por la presente Ley. 

FUNDAMENTOS: 

Honorable cámara: 

Sometemos a consideración de este Cuerpo el presente proyecto de Ley, por el que se 

establece el Régimen de Transparencia de Ofertas Educativas de la Provincia de 

Corrientes, cuyo objeto es garantizar que toda persona pueda conocer, de manera clara, 

pública y verificable, si una carrera, tecnicatura, trayecto formativo de nivel superior o 

técnico-profesional, certificación u oferta alcanzada por la presente Ley cuenta con 

validez oficial, autorización o reconocimiento correspondiente. El proyecto no pretende 

regular toda actividad formativa, sino aquellas ofertas que invocan, sugieren o 

publicitan reconocimiento o aval estatal y que, por ello, pueden inducir a error o 

comprometer derechos de estudiantes y consumidores. 

El derecho de enseñar y aprender se encuentra consagrado en el artículo 14 de la 

Constitución Nacional y reafirmado por los artículos 204, 205 y 206 de la Constitución 

de la Provincia de Corrientes, que reconocen a la educación como derecho humano y 

bien social y ponen en cabeza del Estado provincial la organización de la enseñanza en 

todos sus niveles. Ese mismo orden constitucional, en su artículo 215, admite que 

cualquier persona humana o jurídica funde y mantenga establecimientos de enseñanza 

de gestión privada, pero los sujeta expresamente a la autorización, el reconocimiento, la 

supervisión y el control de las autoridades educativas. La libertad de enseñanza no es, 

pues, incompatible con la potestad de supervisión estatal: por el contrario, ambas se 

integran para garantizar que quien elige una propuesta formativa privada pueda hacerlo 

con información veraz sobre su alcance y validez. 



 
La Ley de Educación Nacional N° 26.206 ordena la educación de gestión privada bajo 

el régimen de autorización, reconocimiento y supervisión de las autoridades educativas 

competentes; la Ley de Educación Superior N° 24.521 reserva el reconocimiento oficial 

y la validez nacional de los títulos a los organismos habilitados al efecto; y la Ley de 

Educación Técnico Profesional N° 26.058 prevé un Registro Federal de Instituciones 

habilitadas para emitir títulos y certificaciones de esa naturaleza. En el orden provincial, 

la Ley de Educación de Corrientes N° 6.475 y la Ley de Educación Privada N° 3.582, 

con su Decreto Reglamentario N° 2045/93, estructuran el sistema y asignan a la 

autoridad educativa, a través de la dependencia competente, las funciones de 

supervisión, control, autorización y, en su caso, clausura de los establecimientos de su 

competencia. La presente iniciativa se inscribe en ese marco y lo complementa con 

herramientas de transparencia y prevención, sin alterar las competencias allí 

establecidas. 

Resulta necesario distinguir con claridad la habilitación comercial municipal de la 

autorización educativa. La primera, propia del poder de policía local y del régimen de 

licencias comerciales que la Constitución provincial reconoce a los municipios, habilita 

el funcionamiento de un local o de una actividad económica; la segunda, reservada a la 

autoridad educativa provincial o nacional, reconoce la validez oficial de carreras, títulos 

y certificaciones. La confusión entre ambas —deliberada o no— puede llevar a la 

población a creer que una habilitación municipal equivale a un aval educativo, cuando 

no lo es. Por ello el proyecto establece que la habilitación comercial no puede 

presentarse ni publicitarse como autorización educativa, y que la intervención municipal 

no sustituye ni reemplaza el control educativo provincial. 

La protección de los estudiantes, de las familias y, en su carácter de usuarios y 

consumidores, de quienes contratan estos servicios, encuentra fundamento en el artículo 

42 de la Constitución Nacional y en las normas de la Constitución provincial que 

garantizan el derecho a una información adecuada y veraz y a la protección de la salud, 

la seguridad y los intereses económicos en la relación de consumo. La Ley de Defensa 

del Consumidor N° 24.240 impone el deber de información cierta, clara, detallada y 

veraz, y el régimen de lealtad comercial vigente prohíbe toda presentación que pueda 

inducir a error sobre las características, condiciones o alcances de un servicio. Es allí 



 
donde se torna imprescindible evitar la publicidad que promete o sugiere validez oficial, 

salida laboral habilitante o prácticas profesionalizantes sin respaldo. 

Especial sensibilidad revisten las ofertas vinculadas a la salud. Cuando una propuesta 

formativa supone prácticas en hospitales, clínicas, consultorios o centros de salud, 

contacto con pacientes, uso de equipamiento médico o incumbencias sanitarias, los 

riesgos no se limitan al perjuicio económico, sino que pueden alcanzar la seguridad de 

las personas. De allí que el proyecto prevea la intervención previa del Ministerio de 

Salud Pública u organismo competente cuando la oferta suponga esas prácticas o ese 

contacto, y no respecto de ofertas o actividades meramente teóricas que no comporten 

tal riesgo. 

Para que la transparencia sea efectiva sin tornarse inviable, el proyecto organiza y pone 

a disposición pública un Registro o Portal Público Provincial de Consulta y Verificación 

de Ofertas Educativas, digital, gratuito y de consulta sencilla, de alcance acotado, que 

publica y sistematiza la información ya obrante en las áreas competentes del Ministerio 

de Educación y en los organismos vinculados: las ofertas con validez oficial, las sedes y 

extensiones autorizadas y aquellas ofertas que, por su denominación, publicidad, rubro, 

prácticas o vinculación con áreas sensibles, deban declararse o verificarse, así como las 

que resulten observadas, suspendidas, no autorizadas o con alerta. Se trata de una 

herramienta implementable mediante una página pública y una base administrativa de 

actualización periódica, y no de un inventario de la totalidad de las capacitaciones 

privadas, talleres u ofertas no formales que no invoquen validez oficial ni efectos 

habilitantes. La trazabilidad de las actuaciones y la cooperación con los municipios, sin 

invasión de competencias, completan un esquema de actuación temprana, orientado a 

intervenir antes de que el daño se consume. 

La experiencia de otras jurisdicciones ofrece criterios orientadores. La Provincia de 

Buenos Aires, como antecedente administrativo, exige para la apertura de 

establecimientos educativos de gestión privada una carpeta documental que identifica al 

propietario, al representante legal, el domicilio, los niveles, las modalidades y las 

carreras, con verificación previa al inicio de la actividad; la Provincia de Santa Fe 

cuenta, como criterio orientador, con un servicio provincial de enseñanza privada que 



 
fiscaliza técnica y administrativamente a los establecimientos privados, incluido el nivel 

superior. Tales referencias no obligan a la Provincia de Corrientes ni se trasladan de 

modo mecánico; se recogen solo en aquello que resulta razonable y aplicable a la 

realidad provincial. 

Cabe subrayar que esta iniciativa no procura cerrar academias ni prohibir cursos 

privados, capacitaciones u oficios. La formación privada y no formal cumple un rol 

valioso y debe poder desarrollarse; lo que el proyecto exige es que se informe con 

claridad qué tiene validez oficial y qué no, de modo que la decisión de las personas sea 

libre e informada. 

Finalmente, hechos de conocimiento público vinculados al denominado Instituto del 

Nordeste, respecto de cuyas sedes habría intervenido el Ministerio de Educación, y que 

generaron incertidumbre entre numerosos estudiantes y familias acerca de la validez de 

sus estudios, ponen de manifiesto la necesidad de fortalecer los mecanismos 

preventivos. El presente proyecto no prejuzga sobre ese caso particular ni atribuye 

responsabilidades administrativas, civiles o penales, cuya determinación corresponde a 

las vías que en cada supuesto resulten competentes; se limita a establecer, con carácter 

general y hacia el futuro, un régimen que permita al Estado provincial actuar de manera 

temprana y transparente. 

Por las razones expuestas, solicitamos a esta Honorable Cámara la aprobación del 

presente proyecto de ley: 

L E Y  N° 0 0 0 0 

EL HONORABLE SENADO Y LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS 

DE LA PROVINCIA DE CORRIENTES SANCIONAN CON FUERZA DE 

L E Y : 

RÉGIMEN DE TRANSPARENCIA DE OFERTAS EDUCATIVAS 

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 



 
ARTÍCULO 1º.- Objeto. ESTABLÉCESE el Régimen de Transparencia de Ofertas 

Educativas, con el objeto de garantizar información clara, pública y verificable sobre la 

validez oficial, autorización o reconocimiento de carreras, tecnicaturas, trayectos 

formativos de nivel superior o técnico-profesional, certificaciones con efectos 

académicos o habilitantes y demás ofertas alcanzadas por la presente Ley que se dicten 

o promocionen en el territorio provincial. 

ARTÍCULO 2º.- Finalidad. SON finalidades de la presente Ley: 

a) garantizar a la población información cierta, clara, veraz y suficiente acerca de la 

validez oficial o no oficial de las carreras, tecnicaturas, trayectos formativos, 

certificaciones y demás ofertas alcanzadas por la presente Ley; 

b) prevenir la inducción a error sobre el reconocimiento, la habilitación profesional, la 

salida laboral o las prácticas profesionalizantes; 

c) fortalecer la supervisión y el control de la educación de gestión privada por parte de 

la autoridad educativa competente; 

d) coordinar la actuación de los organismos provinciales y municipales sin alterar el 

reparto constitucional de competencias; 

e) resguardar a estudiantes, familias, usuarios y consumidores frente a ofertas 

irregulares o no autorizadas; 

f) dotar de trazabilidad a las actuaciones administrativas vinculadas a estas ofertas. 

ARTÍCULO 3º.- Ámbito de aplicación. LA presente Ley se aplica a toda persona 

humana o jurídica, pública o privada, que ofrezca, promocione, comercialice o dicte en 

el territorio de la Provincia de Corrientes, de modo presencial, semipresencial o a 

distancia, carreras, tecnicaturas, trayectos formativos de nivel superior o técnico-

profesional, certificaciones o propuestas análogas que reúnan alguna de las siguientes 

características: 

a) invoquen, sugieran o publiciten validez oficial, reconocimiento ministerial, aval 

estatal o autorización educativa; 



 
b) utilicen denominaciones que razonablemente puedan inducir a creer que se trata de 

carreras, tecnicaturas, institutos superiores, formación profesional oficial o trayectos 

habilitantes; 

c) prometan matrícula, título habilitante, salida laboral habilitante, certificación con 

efectos académicos o profesionales, o prácticas profesionalizantes; 

d) involucren áreas sensibles, tales como la salud, el cuidado de personas en situación 

de dependencia, vulnerabilidad, discapacidad, enfermedad, niñez, adultez mayor o 

contextos sanitarios, el contacto con pacientes, el uso de equipamiento médico, sanitario 

o técnico-sanitario, o prácticas en hospitales, clínicas, consultorios, centros de salud o 

ámbitos similares. 

Quedan expresamente excluidos del ámbito de la presente Ley los cursos de oficios, los 

talleres recreativos, culturales, artísticos, religiosos, comunitarios, barriales, internos o 

institucionales, las clases de apoyo escolar, así como las actividades gratuitas, 

ocasionales o dictadas por voluntarios, siempre que no invoquen validez oficial, 

reconocimiento ministerial, matrícula, certificación habilitante o prácticas 

profesionalizantes, ni por su denominación, publicidad o modalidad induzcan a error al 

público, sin perjuicio de la aplicación de la normativa de defensa del consumidor 

cuando correspondiere. 

Quedan exceptuadas, en cuanto al reconocimiento de sus títulos, las universidades e 

institutos universitarios regidos por la Ley Nacional N° 24.521. No obstante, las ofertas 

no universitarias que se presenten o publiciten engañosamente como universitarias o 

como avaladas por una universidad quedan comprendidas en la presente Ley y podrán 

ser observadas o comunicadas al organismo competente. 

ARTÍCULO 4º.- Definiciones. A los efectos de la presente Ley se entiende por: 

a) Oferta alcanzada: toda carrera, tecnicatura, trayecto formativo, certificación o 

propuesta análoga comprendida en el artículo 3º; 

b) Validez oficial: el reconocimiento otorgado por la autoridad educativa provincial o 

nacional competente que confiere a un título, certificado o trayecto efectos oficiales, 

conforme la normativa aplicable; 



 
c) Institución educativa de gestión privada reconocida: aquella que cuenta con 

autorización, reconocimiento y supervisión de la autoridad educativa competente; 

d) Sede o extensión autorizada: el establecimiento o dependencia habilitado por la 

autoridad educativa competente para el dictado de una oferta determinada; 

e) Oferta alcanzada sin validez oficial: aquella comprendida en el artículo 3º que no 

cuenta con autorización, reconocimiento o validez oficial otorgada por autoridad 

competente; 

f) Prácticas profesionalizantes: las actividades formativas que implican el desempeño en 

ámbitos reales o simulados de trabajo, incluidas las vinculadas a la salud; 

g) Publicidad: toda forma de difusión, promoción o comunicación, por cualquier medio, 

dirigida a la captación de interesados. 

CAPÍTULO II 

REGISTRO O PORTAL PÚBLICO PROVINCIAL 

ARTÍCULO 5º.- Registro o Portal Público Provincial. ORGANÍZASE y PÓNESE a 

disposición pública, en el ámbito de la autoridad de aplicación, el Registro o Portal 

Público Provincial de Consulta y Verificación de Ofertas Educativas, de carácter 

público, digital, gratuito y de consulta ciudadana, que publica y sistematiza la 

información obrante en las áreas competentes del Ministerio de Educación y en los 

organismos vinculados respecto de las instituciones, sedes, extensiones, carreras, 

tecnicaturas, trayectos formativos y certificaciones que cuenten con autorización, 

reconocimiento o validez oficial. 

El Registro incluye, asimismo, las alertas u observaciones respecto de ofertas que 

invoquen indebidamente validez oficial, así como las ofertas observadas, suspendidas, 

no autorizadas, clausuradas o con alerta, en términos objetivos y sin imputación de 

delitos. 

El Registro no implica el control ni la registración de la totalidad de las actividades 

formativas privadas no comprendidas en la presente Ley. 



 
La consulta del Registro es libre, gratuita y accesible por medios digitales, sin requerir 

registración previa del usuario. La autoridad de aplicación deberá garantizar criterios de 

accesibilidad, disponibilidad permanente y búsqueda sencilla por institución, localidad, 

carrera, tecnicatura o denominación de la oferta. 

ARTÍCULO 6º.- Información mínima del Registro. EL Registro deberá contener, 

como mínimo, respecto de cada oferta incluida: 

a) nombre o razón social de la institución o del prestador; 

b) denominación comercial o de fantasía; 

c) Clave Única de Identificación Tributaria (CUIT), identificación fiscal o datos 

identificatorios del titular, con el alcance que establezca la reglamentación y respetando 

la normativa vigente en materia de protección de datos personales; 

d) domicilio de la sede autorizada y localidad; 

e) nivel, modalidad o tipo de oferta; 

f) carrera, tecnicatura, trayecto formativo o certificación; 

g) acto administrativo, resolución o norma habilitante, si existiere; 

h) autoridad que otorgó el reconocimiento o la autorización; 

i) alcance de la validez, con indicación de si es oficial o no oficial, provincial o 

nacional, y habilitante o no habilitante para la matriculación profesional; 

j) estado de la oferta, conforme alguna de las siguientes categorías: vigente, en trámite, 

suspendida, caducada, no autorizada, clausurada o con alerta; 

k) existencia de prácticas profesionalizantes autorizadas, cuando correspondiere; 

l) establecimientos en los que se desarrollan las prácticas, si correspondiere; 

m) fecha de la última actualización. 

ARTÍCULO 7º.- Actualización y responsabilidad de la información. LA autoridad 

de aplicación será responsable de organizar, publicar y mantener actualizado el Registro 

conforme la información obrante en sus actuaciones administrativas y la suministrada 



 
por los organismos competentes. Las instituciones y prestadores serán responsables por 

la veracidad, integridad y actualización de la información y de la documentación que 

presenten, sin perjuicio de las facultades de verificación, fiscalización e intimación de la 

autoridad de aplicación. 

CAPÍTULO III 

DEBERES DE INFORMACIÓN Y PUBLICIDAD 

ARTÍCULO 8º.- Deber de información clara, veraz y suficiente. TODA institución o 

prestador comprendido en el artículo 3º deberá brindar a los interesados, con 

anterioridad a la inscripción o contratación, información cierta, clara, detallada, veraz y 

suficiente sobre: 

a) si la oferta cuenta o no con validez oficial; 

b) el acto administrativo o resolución habilitante, si existiere, y la autoridad que lo 

dictó; 

c) el alcance territorial y académico de la validez; 

d) si habilita o no para la matriculación profesional; 

e) si las prácticas profesionalizantes se encuentran o no autorizadas; 

f) las condiciones económicas, los aranceles y los conceptos que se perciben. 

Asimismo, las instituciones y prestadores deberán exhibir, en sus sedes y en sus medios 

digitales oficiales, de manera visible y legible, la constancia de su situación educativa o 

la declaración jurada de no oficialidad que correspondiere, conforme la presente Ley y 

su reglamentación. 

ARTÍCULO 9º.- Publicidad de la validez oficial. EN toda publicidad, promoción o 

difusión, cualquiera fuere el medio, incluidas las redes sociales, deberá indicarse de 

manera clara si la oferta cuenta o no con validez oficial o reconocimiento ministerial. 

Cuando la oferta invoque validez oficial, deberá consignarse o ponerse a disposición de 

los interesados el acto administrativo o resolución habilitante, la autoridad otorgante y 

el alcance de la validez, mediante enlace, código de respuesta rápida (QR), sitio web, 



 
contrato, formulario de inscripción o medio equivalente. En los certificados, contratos, 

formularios de inscripción y demás documentación entregada al estudiante deberá 

constar la información completa prevista en el artículo 8º. 

ARTÍCULO 10.- Prohibición de inducir a error. QUEDA prohibido formular 

afirmaciones o utilizar denominaciones, símbolos, siglas, leyendas o presentaciones 

que, por sí o por su contexto, puedan inducir a error sobre el reconocimiento oficial, el 

aval ministerial, la validez de títulos o certificados, la habilitación profesional o la 

autorización de prácticas, cuando ello no se corresponda con la situación real de la 

oferta, conforme el régimen de lealtad comercial vigente y la Ley Nacional de Defensa 

del Consumidor N° 24.240. 

ARTÍCULO 11.- Ofertas alcanzadas sin validez oficial. LAS ofertas comprendidas 

en el artículo 3º que no cuenten con validez oficial ni reconocimiento de autoridad 

educativa, así como aquellas que por su denominación, publicidad o modalidad puedan 

inducir a error sobre su carácter, deberán consignar, en toda publicidad, documentación, 

contrato y certificado, la leyenda: «Oferta de carácter privado, sin validez oficial ni 

reconocimiento ministerial, que no otorga título habilitante». La presente Ley no impide 

el dictado de tales ofertas, sino que ordena su identificación clara a fin de evitar su 

confusión con propuestas de validez oficial, y no impone esta obligación a los talleres, 

oficios, capacitaciones comunitarias, culturales, recreativas, gratuitas, institucionales o 

voluntarias que no invoquen validez oficial ni efectos habilitantes. La autoridad de 

aplicación podrá requerir, en los casos alcanzados por el artículo 3º, una declaración 

jurada de no oficialidad, conforme lo establezca la reglamentación. 

CAPÍTULO IV 

VERIFICACIÓN PREVIA Y COORDINACIÓN INTERADMINISTRATIVA 

ARTÍCULO 12.- Verificación previa. LA autoridad de aplicación deberá implementar 

un procedimiento de verificación de la situación educativa de las ofertas comprendidas 

en el artículo 3º, conforme al protocolo que se aprueba como Anexo I, a fin de constatar 

la existencia y el alcance de su reconocimiento o autorización y de determinar su estado 

registral. La verificación se activa, en particular, ante: 



 
a) la solicitud de constancia de situación educativa; 

b) la solicitud de habilitación comercial, en los municipios adherentes, para rubros 

sensibles o denominaciones educativas en los términos del artículo 13; 

c) la denuncia de particulares; 

d) la actuación de oficio frente a publicidad que invoque validez oficial o prácticas 

profesionalizantes; 

e) las ofertas vinculadas a la salud, al cuidado de personas en los términos del artículo 

3º inciso d), o a prácticas profesionalizantes que involucren a terceros. 

La autoridad de aplicación no ejerce un control permanente sobre la totalidad de las 

actividades formativas privadas no comprendidas en la presente Ley, sino sobre las 

ofertas comprendidas en ella y ante señales objetivas de riesgo, confusión o invocación 

de validez oficial. 

ARTÍCULO 13.- Comunicación con los municipios. LA autoridad de aplicación 

deberá establecer mecanismos permanentes de comunicación e intercambio de 

información con los municipios, en particular respecto de las solicitudes de habilitación 

comercial vinculadas a rubros tales como instituto, academia, centro de formación, 

centros de capacitación en áreas sensibles o cuyas ofertas invoquen validez oficial, 

formación profesional oficial, tecnicatura, formación de auxiliares vinculados a la salud 

o al cuidado de personas, ofertas vinculadas a la salud, educación superior o 

denominaciones análogas. 

ARTÍCULO 14.- Habilitación municipal y constancia educativa. EN los municipios 

que adhieran a la presente Ley, la solicitud de habilitación comercial para los rubros 

indicados en el artículo 13 deberá acompañarse de una constancia de situación educativa 

emitida por la autoridad educativa provincial competente o, en su defecto, de una 

declaración jurada del solicitante en la que conste que la actividad no otorga título ni 

certificación con validez oficial. La habilitación comercial municipal no constituye, ni 

puede ser presentada o publicitada como, autorización educativa, reconocimiento 

oficial, aval ministerial o validez de títulos. El municipio no autoriza ni reconoce 

carreras, títulos ni trayectos educativos; su intervención es de colaboración preventiva y 



 
se limita a requerir la documentación indicada y a comunicar a la autoridad educativa 

provincial competente las situaciones que pudieren configurar oferta irregular. La 

intervención municipal no sustituye ni reemplaza el control educativo provincial. 

ARTÍCULO 15.- Intervención del Ministerio de Salud Pública. CUANDO la oferta 

involucre prácticas profesionalizantes, contacto con pacientes o personas en situación de 

vulnerabilidad, dependencia, discapacidad, enfermedad, niñez, adultez mayor o 

contextos sanitarios, uso de equipamiento médico, sanitario o técnico-sanitario, 

diagnóstico, tratamiento, radiología, enfermería, instrumentación quirúrgica, 

laboratorio, emergencias médicas, cuidadores domiciliarios u otras actividades similares 

—incluidas las prácticas en hospitales, clínicas, consultorios, centros de salud o centros 

de atención primaria de la salud—, deberá requerirse la intervención del Ministerio de 

Salud Pública u organismo competente, con carácter previo a la autorización, 

realización o inicio de tales prácticas o actividades. No corresponde la intervención 

prevista en este artículo respecto de ofertas o actividades meramente teóricas que no 

impliquen prácticas, contacto con pacientes o personas en situación de vulnerabilidad ni 

uso de equipamiento médico, sanitario o técnico-sanitario. 

ARTÍCULO 16.- Intervención de Defensa del Consumidor. CUANDO existieren 

indicios de publicidad engañosa, cobros indebidos, incumplimientos contractuales o 

afectación de los derechos de usuarios y consumidores, la autoridad de aplicación 

deberá dar intervención a la autoridad provincial competente en materia de Defensa del 

Consumidor y Usuario, conforme la Ley Nacional N° 24.240, la normativa provincial 

de adhesión e implementación y las disposiciones complementarias vigentes. 

CAPÍTULO V 

PROCEDIMIENTO ANTE IRREGULARIDADES 

ARTÍCULO 17.- Denuncias y actuaciones de oficio. LA autoridad de aplicación 

deberá recibir y tramitar las denuncias de cualquier persona y actuar de oficio ante la 

detección de ofertas presuntamente irregulares o no autorizadas. El procedimiento 

deberá garantizar el derecho de defensa y el debido proceso adjetivo, conforme la Ley 

Provincial de Procedimientos Administrativos N° 3.460. 



 
ARTÍCULO 18.- Inspección, intimación y medidas preventivas. LA autoridad de 

aplicación deberá disponer las inspecciones y los requerimientos de información que 

resulten necesarios y, ante la constatación de incumplimientos, podrá: 

a) intimar al cese de la conducta y a la adecuación a la presente Ley en el plazo que se 

fije; 

b) disponer la suspensión preventiva de la publicidad irregular; 

c) ordenar la rectificación de la información; 

d) asentar en el Registro el estado que corresponda. 

Las medidas deberán ser proporcionadas, fundadas y dictadas con resguardo del derecho 

de defensa. 

ARTÍCULO 19.- Alertas públicas. LA autoridad de aplicación deberá publicar, en el 

Registro y por los medios que estime idóneos, alertas referidas a ofertas no autorizadas, 

irregulares o que induzcan a error. Las alertas deberán fundarse en actuaciones 

administrativas objetivas, formularse en términos objetivos, no contener imputación de 

delitos ni prejuzgar sobre responsabilidades penales, civiles o administrativas, cuya 

determinación corresponde a las vías competentes, y podrán ser actualizadas, 

rectificadas o dejadas sin efecto cuando las circunstancias así lo justifiquen. 

ARTÍCULO 20.- Resguardo de estudiantes afectados. ANTE la detección de 

irregularidades, la autoridad de aplicación deberá procurar: 

a) el relevamiento de los estudiantes afectados; 

b) la preservación de la documentación académica, los legajos y las constancias; 

c) la información clara sobre la situación de validez de los estudios cursados; 

d) la orientación sobre las vías de reclamo administrativo o de consumo disponibles; 

e) la comunicación con instituciones autorizadas a fin de evaluar posibles equivalencias 

o la continuidad de los trayectos, cuando jurídicamente correspondiere. 

Estas acciones no implican el reconocimiento automático de trayectos no autorizados. 



 
ARTÍCULO 21.- Remisión de antecedentes. LA autoridad de aplicación deberá 

remitir los antecedentes a los organismos competentes según la materia, y en particular: 

a) a la autoridad provincial competente en materia de Defensa del Consumidor y 

Usuario, en los supuestos del artículo 16; 

b) al Ministerio de Salud Pública, en los supuestos del artículo 15; 

c) al municipio competente, respecto de la habilitación comercial, cuando 

correspondiere; 

d) al Ministerio Público Fiscal, cuando de las actuaciones surgieren hechos que 

pudieren revestir apariencia delictiva. 

La presente Ley no crea figuras penales ni modifica las competencias de los organismos 

a los que se remiten los antecedentes. 

CAPÍTULO VI 

AUTORIDAD DE APLICACIÓN 

ARTÍCULO 22.- Autoridad de aplicación. ES autoridad de aplicación de la presente 

Ley el Ministerio de Educación de la Provincia de Corrientes, que actuará a través de las 

dependencias competentes en materia de educación de gestión privada, educación 

superior y educación técnico-profesional, según la naturaleza de cada oferta. 

ARTÍCULO 23.- Facultades. LA autoridad de aplicación deberá: 

a) organizar, publicar, sistematizar y mantener actualizado el Registro o Portal Público 

Provincial; 

b) implementar el procedimiento de verificación previa y el protocolo del Anexo I; 

c) dictar las normas operativas y aprobar los formularios necesarios; 

d) requerir información a instituciones, prestadores, municipios y organismos; 

e) disponer las medidas preventivas previstas en el artículo 18; 

f) publicar las alertas previstas en el artículo 19; 



 
g) celebrar los convenios previstos en el artículo 24; 

h) toda otra atribución que resulte necesaria para el cumplimiento de la presente Ley. 

ARTÍCULO 24.- Convenios de cooperación. LA autoridad de aplicación podrá 

celebrar convenios de cooperación e intercambio de información con organismos 

nacionales, provinciales y municipales, con universidades y con el Registro Federal de 

Instituciones de Educación Técnico Profesional, en el marco de la Ley Nacional N° 

26.058, a los fines de la verificación y la trazabilidad de las ofertas. 

ARTÍCULO 25.- Adhesión municipal. INVÍTASE a los municipios de la Provincia de 

Corrientes a adherir a la presente Ley y a adecuar sus ordenanzas de habilitación 

comercial conforme al artículo 14, sin que ello importe delegación de la potestad de 

reconocer títulos, carreras o trayectos educativos, la que corresponde a la autoridad 

educativa provincial o nacional, según el caso. 

CAPÍTULO VII 

DISPOSICIONES FINALES Y TRANSITORIAS 

ARTÍCULO 26.- Reglamentación. EL Poder Ejecutivo deberá reglamentar la presente 

Ley dentro de los ciento ochenta (180) días de su promulgación. 

ARTÍCULO 27.- Adecuación de instituciones existentes. LAS instituciones y 

prestadores comprendidos en el artículo 3º que se encuentren en funcionamiento a la 

fecha de entrada en vigencia de la presente Ley deberán adecuarse a sus disposiciones y 

suministrar la información registral correspondiente dentro del plazo que fije la 

reglamentación. 

ARTÍCULO 28.- Anexo protocolar. APRUÉBASE como Anexo I de la presente Ley 

el «Protocolo de Verificación, Comunicación y Actuación Preventiva», que forma parte 

integrante de la misma. 

ARTÍCULO 29.- De forma. COMUNÍQUESE al Poder Ejecutivo Provincial. 

DADA en la Sala de Sesiones de la Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de 

Corrientes, a los ____ días del mes de ________________ del año dos mil veintiséis.- 



 
 

ANEXO I 

PROTOCOLO DE VERIFICACIÓN, Y ACTUACIÓN PREVENTIVA 

1. Inicio del procedimiento. El procedimiento se inicia ante: (i) una solicitud de 

inscripción registral o de constancia de situación educativa; (ii) una solicitud de 

habilitación comercial en municipio adherente, para los rubros del artículo 13; (iii) una 

denuncia; o (iv) la detección de una oferta que invoque o sugiera validez oficial en los 

términos del artículo 3º. La autoridad de aplicación no ejerce control permanente sobre 

la totalidad de las actividades formativas privadas no comprendidas en la presente Ley: 

actúa sobre las ofertas comprendidas en su ámbito y ante señales de riesgo o de 

confusión. 

2. Verificación de la invocación de validez oficial. Se constata si la oferta invoca, 

sugiere o publicita validez oficial, reconocimiento, aval estatal, salida laboral 

habilitante, matriculación o prácticas profesionalizantes. 

3. Verificación de la sede y del acto habilitante. Se verifica si la institución, sede o 

extensión se encuentra autorizada y si existe acto administrativo o resolución que 

respalde la validez invocada, con indicación de su alcance. 

4. Oferta privada sin validez oficial. Cuando la oferta alcanzada por la presente Ley 

no cuente con validez oficial, se requiere, cuando correspondiere, la declaración jurada 

de no oficialidad prevista en los artículos 11 y 14, y se ordena su identificación clara 

con la leyenda del artículo 11. 

5. Comunicación al Ministerio de Salud Pública. Si la oferta involucra prácticas 

profesionalizantes, contacto con pacientes o personas en situación de vulnerabilidad, 

dependencia, discapacidad, enfermedad, niñez, adultez mayor o contextos sanitarios, 

uso de equipamiento médico, sanitario o técnico-sanitario, hospitales, clínicas, 

consultorios, centros de salud o centros de atención primaria de la salud, se comunica al 

Ministerio de Salud Pública u organismo competente para su intervención en los 

términos del artículo 15, con carácter previo a la autorización, realización o inicio de 

tales prácticas o actividades. 



 
6. Comunicación a Defensa del Consumidor. Ante indicios de publicidad engañosa, 

cobros indebidos, incumplimientos contractuales o reclamos, se da intervención a la 

autoridad provincial competente en materia de Defensa del Consumidor y Usuario. 

7. Plazo de respuesta. Los organismos consultados se expiden en el plazo que fije la 

reglamentación; vencido el plazo, la autoridad de aplicación deja constancia y prosigue 

las actuaciones. 

8. Alertas. Verificada una irregularidad o la falta de respaldo de la validez invocada, la 

autoridad de aplicación publica una alerta en términos objetivos, sin imputación de 

delitos, con la información que la sustente. 

9. Resguardo de estudiantes. Se procura el relevamiento de los estudiantes afectados, 

la preservación de la documentación académica y de los legajos, la información sobre la 

situación de validez y la orientación sobre las vías de reclamo, sin prometer 

equivalencias ni reconocimientos automáticos. 

10. Registro y trazabilidad. Las actuaciones, las medidas adoptadas y las 

comunicaciones cursadas se asientan en el Registro con sus fechas, garantizando la 

trazabilidad del procedimiento. 

 


